A) LAS FORMAS HISTÓRICAS DE LA ORGANIZACIÓN DEL PODER ESTATAL EN EL ESTADO- NACIÓN.
1. El Estado unitario como modelo originario: definición, historia y tipos

Un Estado unitario es aquel en el que existe una sola estructura política sobre todo el territorio estatal, y un único centro de poder decisorio. Tal estructura está formada generalmente por un Jefe del Estado, un Parlamento, un único aparato gubernamental y una organización judicial, que ejercen su jurisdicción sobre todos los ciudadanos, que tienen los mismos derechos y obligaciones. Si existen otras entidades locales o intermedias, todas ellas están sujetas a las leyes aprobadas por el único Parlamento nacional.

El Estado unitario es compatible con una descentralización que conceda cierta independencia a las colectividades locales sin que estas lleguen a tener una autonomía total. El gobierno central de los Estados unitarios se caracteriza bien por poseer la facultad de retener todas sus competencias de decisión o de actuación, hablándose entonces de centralización política y administrativa, y de Estado unitario simple, o bien de iniciar un proceso de delegación o devolución del poder a niveles subestatales, y entonces estaremos ante una descentralización, que puede ser administrativa o política, constituyendo un Estado unitario complejo o descentralizado. En los dos tipos de Estado unitario esos poderes estarán sujetos a la supervisión, limitación e incluso revocación por parte del parlamento nacional mediante ley ordinaria.
En el caso de la descentralización administrativa, las organizaciones regionales o locales son subdivisiones territoriales de una única administración que están sujetas a la supervisión de las autoridades en el centro. A estos entes regionales o locales con ciertos poderes administrativos se les llama autárquicos, ya que su facultad se agota en la posibilidad de emanar actos válidos para el cumplimiento de ciertos fines públicos sin sujeción a órdenes previas de los superiores. Su legitimidad de actuación les viene otorgada desde arriba, del Estado.

La descentralización política o autonomía implica que entre las facultades de los entes autónomos se incluyen, además, la de dotarse de una organización y un ordenamiento jurídico propios, al tener conferido un poder de autoformación. La autonomía conlleva la necesidad de establecer una distribución de competencias entre los distintos entes políticos que componen el Estado.

Los diferentes tipos de Estados unitarios conducen a diferentes posibilidades y grados de descentralización. Una primera consiste en la creación de instituciones intermedias, como por ejemplo regiones, que adquieren autonomía política, y otra que consiste en otorgar mayores poderes a los entes municipales.

Pueden encontrarse diferentes grados de descentralización entre los Estados unitarios que pueden agruparse en distintos modelos que, de menor a mayor descentralización, se han llamado unitario centralizado, unitario descentralizado y unitario regionalizado.

Además de la población y el tamaño del territorio, las circunstancias históricas que hacen que el gobierno central acepte un cierto grado de descentralización suelen venir de las propias tradiciones locales democráticas, del surgimiento de nacionalismos, o de consideraciones de eficacia para mejorar la provisión de servicios. Sin embargo, la decisión de cambiar las relaciones territoriales sigue siendo competencia del gobierno central, que puede llegar a modificar la naturaleza unitaria del Estado mediante federalizantes. 
2. El Estado compuesto como alternativa: definición, historia y tipos de sistemas federativos.
Se suele considerar Estado compuesto a aquel en el que coexisten dos niveles de instituciones políticas, de gobierno, legislación y administración superpuestos: el nivel central y las unidades integrantes o constituyentes. En los sistemas federales tradicionales se les llama federación y Estados miembros o federados. Cada uno de estos niveles posee sus propias instituciones, distinguiéndose entre un poder político central o general y otros poderes políticos particulares, ambos considerados poderes originarios, lo que produces un doble orden normativo, uno general y otros parciales. 

El Estado compuesto está así formado por entes territoriales con autonomía reconocidos constitucionalmente.

De la existencia de la pluralidad de poderes políticos se derivan ciertas consecuencias: implica la existencia de un órgano para la resolución de conflictos, el reconocimiento de una norma básica de los entes territoriales, dotada también de protección constitucional, y el desarrollo de mecanismos jurídicos de coordinación y colaboración entre los distintos poderes.

Hay diferente tipos de Estados compuestos. Históricamente pueden mencionarse las uniones de Estados, personales o reales, las uniones legislativas, los imperios, las confederaciones, Estados asociados, organizaciones supraestatales y las federaciones o Estados federales. Dentro de los sistemas federativos, según Elazar, se encuentran dos principios políticos de organización que se han manifestado en dos formas distintas del principio federal (como principio de organización internacional entre pueblos distintos y como principio de organización estatal para unir un pueblo ya ligado por vínculos):
· El principio federal ha servido para unificar pueblos diversos con el objetivo de lograr propósitos importantes, pero limitados, sin quebrantar sus vínculos primarios con las unidades políticas componentes. En tales casos, las funciones y poderes del gobierno federal solían estar limitados y éste operaba a través de los gobiernos constituyentes, que conservaban su plena autonomía, y en gran medida su dependencia de ellos. Los Estados compuestos solían ser el resultado de procesos de concentración de organizaciones estatales preexistentes. Intereses económicos, militares y políticos, lazos culturales o razones de mera vecindad geográfica son las razones que impulsan a una fusión. Conviene referirse a la confederación de Estados. Ésta se concreta en una permanente relación jurídica internacional de varios Estados independientes que se unen por medio de un Tratado Internacional para la obtención de fines comunes. 

· El federalismo o principio federal ha sido concebido también como el medo para alcanzar, mediante la distribución del poder político entre las unidades constitutivas de un Estado, un gobierno nacional fuerte que opere, al igual que los gobiernos constitutivos, en contacto directo con los ciudadanos a los que sirve. De este modo, los Estados que integran el sistema federal son partes del todo nacional.

En los Estados compuestos, en especial en las federaciones, se han observado dos modos diferentes de formación: mediante unión o agregación de Estados previamente existentes o mediante la desagregación de un Estado previamente unitario. Estos dos tipos de federalización han dado lugar a la distinción entre federalismos evolutivos o de unión (surgidos como fines como la defensa común o de tipo económico), y federalismos devolutivos y de mantenimiento (que suelen responder a la necesidad d evitar la desintegración del Estado por los riegos de la secesión de regiones disconformes con el Estado unitario). Además de por su origen, las federaciones se distinguen por su tradición constitucional, que puede ser presidencialista o parlamentaria; y por su base sociocultural. Se ha distinguido entre federaciones mononacionales y multinacionales. 
3. La creciente dificultad de la distinción teórica entre las formas de Estado contemporáneas.
· Factores de cambio del poder territorial.

Existen varios factores que han modificado también las estructuras territoriales y han afectado a las categorías usadas tradicionalmente. Pueden mencionarse la globalización de la economía, los procesos de integración supraestatales, la crisis fiscal del Estado y el afán de las unidades subestatales. También las reformas administrativas y la idea de incrementar la eficacia de los servicios públicos del Estado y cambiar el papel del Estado de intervencionista a coordinador han afectado a la organización territorial. 
· La evolución de las discusiones en torno a la organización territorial del Estado. Concepto y controversias.
En cuanto a la contraposición entre Estado federal y Estado unitario se desarrollaron cuatro posiciones teóricas:

· Cabe mencionar una posición crítica que argumenta su falta de validez lógica o su redundancia. Sin embargo este es un argumento dudosamente válido, ya que todo Estado implica necesariamente ciertas esferas de autogobierno sin que ello justifique afirmar que todo Estado es compuesto o federal.

· Otra posición considera que la distinción relevante es entre los Estados unitarios tradicionales y las federaciones, surge así una distinción tripartita de las formas territoriales del Estado en la que se incorpora la categoría del Estado regional. Los partidarios de esta nueva categoría afirman que el Estado regional es una forma intermedia entre el federal y el unitario, y distinta a ellas.
· Una tercera posición teórica deriva de la convergencia y federalización creciente de los Estados descentralizados paralela a la tendencia de las federaciones clásicas hacia el federalismo cooperativo. 

· Una cuarta concepción teórica aboga por recuperar una distinción dual entre Estados compuestos, plurales o políticamente descentralizados, entre los cuales la federación mantiene su propia identidad, y todos los demás Estados unitarios, descentralizados o no. 

B) LA FEDERACIÓN O ESTADO FEDERAL COMO MODELO DEL ESTADO COMPUESTO. 
Actualmente el estudio del federalismo se caracteriza por tres grandes rasgos: el abandono de la idea de que existe un modelo cerrado de Estado federal, la distinción entre federalismo como principio y la federación como sistema político, y el foco de interés del estudio se ha trasladado de las estructuras de la federación consideradas estáticamente a la federación entendida como un proceso dinámico.
1. Definiciones y criterios de la federación.
· Crítica de las definiciones tradicionales.
Wheare sostiene que el principio federal es aquel método de división del poder por el que el gobierno general y los gobiernos regionales están coordinados entre sí y, a la vez, son independientes. Reconoce que federaciones como Canadá o Alemania no cumplen del todo este criterio, aunque los rasgos en su funcionamiento real les acerquen a él. A esos países los llama así cuasi-federaciones. Este ejemplo demuestra la dificultad de encontrar una definición aplicable a todos los casos existentes de federación. Si se repasan los criterios convencionales y su validez actual puede observarse la obsolescencia de la mayoría de ellos. Así, por ejemplo:

· La experiencia comparada muestra la dificultad de distinguir a las federaciones sobre la base de las cláusulas constitucionales referidas a la esencia del Estado. Las unidades federadas pueden llamarse estados, cantones, territorios…

·  Tampoco sirve el modo histórico de su formación para individualizar a una federación frente a otro tipo de Estado descentralizado. Austria, Bélgica..

· Los conceptos de soberanía o estatalidad tampoco son útiles actualmente, ya que la idea de varias soberanías o el derecho a la autodeterminación, son nociones que cuenca fueron reconocidas en la constitución de ninguna federación clásica.

· El criterio que se refiere a la distribución de competencias es uno de los más clásicos. La idea de Wheare, de que las verdaderas federaciones son aquellas que cuentan con una lista única de competencias y dónde los poderes residuales pertenecen a los Estados miembros y no a la federación, estaría ya superada.
· Se ha usado también el criterio del grado de autonomía legislativa, administrativa o fiscal, que además de ser difícil de medir, tampoco serviría para caracterizar a las federaciones, ya que hay Estados unitarios con una descentralización considerable.

· El criterio tradicional de que las federaciones son aquellas en que todas las unidades miembros gozan exactamente de las mismos competencias tampoco es ya válido, si se tiene en cuenta que algunas federaciones tradicionales como Canadá reconocen algunas desigualdades de poder respecto a algunas unidades miembros.

· Tampoco la existencia de un bicameralismo con una ‘Cámara de los Estados’, que garantizaría el derecho de participación de los miembros, existe en todas las federaciones.

· No serviría como único criterio la autonomía constitucional de los miembros, su poder constituyente originario y el derecho a participar en la reforma constitucional de la federación. 

· Los criterios mínimos de la federación en la actualidad. 
Parece más útil buscar elementos definitorios que puedan proporcionar un concepto claro de la naturaleza de estos Estados, que no un solo criterio.

Desde un punto de vista jurídico-constitucional, parece que la circunstancia que permite realmente particularizar y definir al Estado federal es el mayor grado de protección jurídica que encuentra la autonomía de los miembros frente a la posible actuación unilateral y arbitraria por parte de la organización política central.

Para Elazar, la federación implicaría diferentes modos de organización del poder que combinan ‘autogobierno + gobierno compartido’ y no-centralización, o la capacidad de reducir la actuación jerárquica del nivel central.

Si se consideran las definiciones de Wheare, Duchcek, King, Elazar y Watts, pueden proponerse unos criterios mínimos para distinguir las federaciones de todos los demás sistemas descentralizados:

· Una distribución constitucional de la autoridad legislativa y ejecutiva en la que los miembros de la federación disponen de competencias propias garantizadas por una constitución escrita, que no puede ser reformada unilateralmente.

· La previsión de representación de las diferentes opiniones de las unidades federadas en las instituciones generales de adopción de políticas del Estado. 

· La existencia de procesos e instituciones que facilitan la colaboración intergubernamental en aquellos sectores donde las competencias gubernamentales son compartidas.

· La asignación de recursos fiscales entre los dos órdenes de gobierno que garantice una distribución de las posibilidades y medios financieros que responda al reparto de las funciones estatales.

· La existencia de un árbitro para decidir en caso de disputas entre gobiernos.

2. Justificaciones normativas y motivaciones prácticas: beneficios y costes del modo de gobierno federal (o la descentralización política).
· El federalismo como doctrina política.
Las federaciones, como forma de organización política, suelen estar basadas en el federalismo como doctrina. Según Smith, el federalismo puede considerarse una ideología que mantiene que la organización ideadle los ideales humanos se refleja mejor en la celebración de la diversidad a través de la unidad.
Se pienda que el modo de organización federal debe servir al menos a tres propósitos diferentes: el fomento del gobierno democrático, el autogobierno e integración de comunidades con identidad política propia y la eficacia de la gobernación.

· El fomento del gobierno democrático: control y participación.
El modo de gobierno federal fomentaría la democracia, se argumenta, al propiciar las posibilidades de participación ciudadana y la prevención de la tiranía o el abuso de poder mediante la división y contrapeso de los poderes. Los sistemas federales pueden dividir el poder y ofrecer a los ciudadanos la posibilidad de elegir entre diferentes servicios en diferentes jurisdicciones. Como señalan Nice y Fredericksen, otros beneficios que los sistemas federales tienen frente a otras formas de Estado son la mayor capacidad para gestionar el conflicto entre intereses, el proporcionar más puntos de acceso para grupos sociales a diferentes niveles, mayor flexibilidad de respuesta y la mayor participación de los ciudadanos en las decisiones colectivas que promueve la auto-confianza de las comunidades.

El reverso de estas ventajas son los posibles costes del gobierno federa o la posible irresponsabilidad, la evasión de responsabilidad o el traspaso de la culpa entre los diferentes gobiernos. Además, la descentralización a veces implica el traspaso de poder a líderes políticos locales regionales que pueden dar lugar a amplias redes clientelistas.

· El autogobierno e integración de comunidades con identidad política propia. 

El federalismo se ha justificado también como el mejor medio de respetar a diferentes grupos o comunidades de diversas y unirlas garantizando su supervivencia e integrándolas en un sistema común.

El modo federal representaría la respuesta más adecuada para las democracias plurinacionales y sus tendencias potencialmente desintegradotas. Mediante la autonomía, la adquisición de poder político propio y la separación, cada grupo territorialmente concentrado puede tomar decisiones mayoritarias en su ámbito sin implicar a los otros grupos a la vez que participa en las decisiones colectivas del sistema política general.

Sin embargo, al procurar seguridad a las minorías concentradas territorialmente también proporciona la ase institucional de un gobierno regional, que puede ser la plataforma para exigir más poderes, y a partir de ahí, potencias un movimiento secesionista. 

· La eficacia del gobierno y las políticas públicas.
La tercera gran justificación del gobierno federal es la de promover una actuación pública más eficaz y que responda mejor a los deseos ciudadanos, contribuyendo a resolver los problemas del sistema político. Se argumenta que el modo de organización federal posee mayor capacidad para adaptar las políticas públicas a las necesidades locales, la prevención de la sobrecarga de las tareas en el nivel central y tiene mayores oportunidades de innovación y experimentación en las soluciones de la actuación pública. 

Asimismo se suelen oponer ciertos costes o riesgos. Nice y Frederiksen mencionan la duplicación y contradicción de las políticas públicas a los dos niveles. Además, el gobierno federal está sujeto a costes excesivos de coordinación, retrasos, inmovilismo y políticas públicas que no van más allá del mínimo común denominador entre los intereses de todos los gobiernos. Puede que las pequeñas unidades territoriales no sean capaces de tratar con problemas demasiado complejos por falta de medios, y que los gobiernos regionales tiendan a un gasto público irresponsable y excesivo.
3. Rasgos institucionales, modelos de federación y su funcionamiento.
Deben abordarse los rasgos propios de diferentes tipos de federaciones referidos a sus instituciones y a su funcionamiento. Hay tantas variedades de federación como federaciones. 
· Diseño institucional y proceso político.
Son cinco los elementos propios del diseño institucional de todas las federaciones que permiten diferenciarlas y agruparlas en modelos típicos:

· La distribución de competencias: Según el tipo de federación, esta distribución puede variar. La distribución puede configurarse de modo sectorial, atribuyendo distintas áreas materiales a diferentes niveles territoriales; o de modo funcional, distribuyéndose las tareas dentro de una misma materia entre los órganos legislativos y ejecutivos de los dos niveles de gobierno. En este caso pueden existir de competencia exclusiva de alguno de los dos niveles, de competencia compartida en la que la legislación corresponde al centro y la ejecución  a las unidades miembros, y de competencia concurrente, en la que ambos niveles tienen facultad para legislar y ejecutar las normas en una materia. En el ámbito administrativo también pueden existir tareas conjuntas, donde las competencias de planificación, financiación y ejecución son compartidas.

· La participación de las unidades integrantes en la federación. El bicameralismo es más frecuente en los Estados federales, fundamentándose en la idea de que junto al pueblo globalmente considerado, en necesario que participen los miembros de la Federación como tales. Pueden señalarse dos modelos básicos: el modelo de Senado y el modelo de Consejo. El primero se caracteriza por que cada unidad constituyente tiene un número igual de representantes en el Senado, independientemente del número de sus habitantes. En el segundo, la representación de las unidades-miembros es desigual.

· Las relaciones entre gobiernos: Pueden distinguirse entre aquellas que se producen entre los gobiernos de las unidades integrantes y el gobierno central, y aquellas existentes entre los mismo gobiernos subestatales. Las relaciones intergubernamentales suponen realmente la cadena de transmisión entre lo que el texto constitucional prevé y la realidad práctica del país. Estas relaciones vienen determinadas por los factores sociales, constitucionales e institucionales propios de cada federación, y pueden darse entre todas las unidades de la federación, sólo entre algunas de ellas o sólo entre dos de ellas, hablándose entonces de relaciones multilaterales o bilaterales.

· El modelo de financiación.  A veces llamado constitución financiera, es otro de los elementos clave de cualquier sistema de organización territorial federal. El grado de centralización o descentralización de una federación puede determinarse en parte observando el grado de autonomía fiscal y financiera de las unidades integrantes. La capacidad fiscal y la de gasto son instrumentos básicos para poder realizar las políticas públicas exigidas por sus ciudadanos, por eso la distribución de los recursos financieros entre los niveles de gobierno determina la capacidad de los gobiernos de cumplir con sus responsabilidades competenciales y ejercer autonomía de decisión. En los países federales, el modelo de financiación por regla general se encuentra en un sistema mixto. Eso significa que los ingresos provenientes de los impuestos se comparten entre los dos niveles.  El grado de dependencia de las unidades integrantes del gobierno central estaría en función de la proporción de sus ingresos, que provienen de las transferencias federales, y de si éstas son condicionadas o incondicionadas respecto a cómo tienen que gastarse. Pueden ser condicionadas, para ser aplicadas a una finalidad concreta, o ser incondicionadas o en bloque. Éstas últimas pueden usarse bien con objeto de conseguir que las unidades integrantes realicen determinadas políticas deseadas por el nivel central para las que ellas no tienen competencias o capacidad administrativa, o bien como forma de compensación financiera entre las unidades miembros. En cuanto a la participación de las unidades integrantes e las decisiones financieras al nivel federal, la situación es muy diferente. Puede hacerse a través de las segundas cámaras, o mediante mecanismos informales de relaciones intergubernamentales.
· Los mecanismos institucionales y jurídicos de resolución de conflictos. La coexistencia de los dos niveles y de las normas federales y estatales producen situaciones de enfrentamiento y conflicto, para cuya resolución suelen prever mecanismos como puede ser el establecimiento de una serie de principios constitucionales generales que actúan de forma preventiva, como los principios de unidad, lealtad federal, solidaridad, prevalencia del derecho federal, u otros principios de carácter administrativo con efectos preventivos, como el de supervisión, alta inspección, o con efectos represivos como el principio de coacción federal. Desempeñan un papel clave en la resolución de conflictos las instancias judiciales. Esto implica que un Tribunal está llamado a decidir sobre todos los conflictos entre los niveles de gobierno de la federación como el último defensor del orden federal. Pueden distinguirse dos tipos de justicia constitucional: la tradición americana, en la cual se atribuye la competencia para resolver los conflictos al Tribunal Supremo; y la tradición constitucional europea con la existencia de un Tribunal Constitucional. 
· Dos modelos típicos de instituciones y funcionamiento federal.
Pueden observarse dos modelos en los que estos cinco criterios se agrupan de forma peculiar  constituyendo dos casos extremos de federación: modelo de colaboración o integrado, llamado a veces cooperativo; y el modelo de separación o dividido, a veces denominado dual. El primero de ellos está representado por la República Federal Alemana, y el segundo por Canadá. En realidad, la mayoría de los países representarían formas mixtas con elementos de ambos tipos.

· El modelo integrador. Se caracteriza, refiriéndose en primer lugar a la distribución de competencias, por un gran número de materias de competencia concurrente y responsabilidad compartida, sin apenas existencia de compartimentos estancos para ninguno de los niveles de gobierno. Las competencias asignadas al nivel central en su legislación y ejecución son escasas, como asuntos exteriores, ciudadanía e inmigración, moneda, correos, transporte aéreo, ferrocarriles y autopistas, atribuyéndose el resto de competencia a los Länder. También hay una larga lista de poderes concurrentes sobre los que ambos niveles legislan, como la administración de justicia, bienestar social, educación, medioambiente y otros. Los Länder pueden legislar en estas materias siempre que el Estado federal no lo haya hecho. La Ley Fundamental fija las condiciones bajo las que la Federación puede legislar. También existe una legislación marco, donde los Länder son responsables de su desarrollo e implementación. En caso de conflicto entre los dos ordenamientos, se aplica el principio tradicional de que el derecho federal prevalece sobre el de los Länder. El gobierno federal tiene gran margen de actuación para configurar la autonomía real de los Länder. El cuasi-monopolio legislativo de la Federación se ve compensado por la supremacía de los Länder en la ejecución de las leyes, ya que estos ejecutan la mayor parte de la legislación federal. La peculiaridad de este modelo integrado es que el ‘Bundesrat’ está formado por primeros ministros y ministros de los gobiernos de los Länder. Aunque los poderes del ‘Bundesrat’ son algo menores que los de la cámara baja o ‘Bundestag’, es una cámara poderosa y un medio importante de incorporar directamente los intereses de los Länder en la legislación nacional. En lo que se refiere a la financiación y la autonomía fiscal, el modelo se caracteriza por los ingresos y la responsabilidad fiscal compartidos. Los impuestos sobre la renta, impuesto de sociedades y el IVA revierten conjuntamente a la federación y los Länder. Por último, existen un Tribunal Constitucional Federal con la potestad absoluta de interpretar la constitución y decidir en caso de conflicto.

· El modelo de separación. La concepción es la de dos conjuntos separados de instituciones políticas, el de la federación y el de las provincias que interactúan mediante relaciones de negociación que a veces parecen más bien relaciones entre diplomáticos de países independientes, por eso se suele también llamar federalismo dual o competitivo. La distribución de competencias se basa en dos grupos claramente separados de competencias, en los que la federación es responsable de determinadas materias y las unidades constituyentes de otras, con escaso solapamiento y concurrencia. Respecto a la participación de las unidades integrantes en la federación, en este modelo el senado no desempeña una función de representación territorial de las provincias, y el predominio del ejecutivo, impide que los miembros de la cámara baja representen los intereses de su provincia. Esto hace que los intereses regionales sean sobre todo defendidos por los gobiernos provinciales normalmente mostrando una actitud competitiva y autoafirmativa, con gran importancia de los presidentes de los gobiernos provinciales para defender los intereses de sus regiones. Las relaciones entre gobiernos se desarrolla de una forma ad hoc, habiendo una serie de encuentros sin status formal ni reglas de decisión formales. Por su parte, la constitución financiera del modelo dual hace que cada nivel de gobierno tenga poderes fiscales independientes. También existen transferencias intergubernamentales del centro a las provincias. En cuanto al papel de la justicia, el Tribunal Supremo de Canadá es el árbitro del sistema federal, buscando un equilibrio entre los poderes centrales y provinciales. 
· La asimetría federal de facto y de jure. 

Si se observa el funcionamiento de las federaciones se puede detectar un fenómeno en la desigualdad entre las unidades de la federación de tipo geográfico, demográfico, económico, cultural, social y político. La asimetría puede influir a las relaciones entre ellas y con el gobierno federal, así como a su grado de poder relativo en la federación. Estas diferencias se han llamado también asimetría política o de facto.

El concepto de asimetría constitucional o de jure se refiere a las diferencias en el status o las competencias legislativas o ejecutivas que tienen diferentes unidades integrantes de una federación por razones históricas, en atención a su composición cultural. La constitución reconoce variaciones entre las unidades constituyentes que pueden implicar una mayor autonomía o incluso la posibilidad de algunas unidades integrantes de excluirse del cumplimiento de ciertas normas de la federación – el llamado ‘opting out’. 

Esta asimetría constitucional, traducida en asimetría competencial puede encontrarse sobre todo en algunas federaciones plurinacionales, y es la base de lo que suele conocerse con el nombre de federalismo asimétrico.
· Estabilidad, legitimidad y reforma de las federaciones.
Generalmente, todos los sistemas federales comparten la pretensión de lograr la cohesión, la legitimidad y la estabilidad configurando y regulando el equilibrio entre autogobierno y gobierno común.

La adaptabilidad y la flexibilidad de las federaciones depende de lograr un equilibrio entre la autonomía de los miembros y la cooperación entre ellos. La autonomía es necesaria ya que cada gobierno tiene que ser capaz de responder a las cambiantes exigencias y a las aspiraciones de sus ciudadanos de acuerdo con las necesidades locales, sin temor de veto por parte de las mayorías estatales. El equilibrio en cada federación variará según su diversidad cultural o nacional, según se haga más énfasis en la cohesión, solidaridad y la igualdad. También influirán el grado de unión económica o comercial, la unificación o integración del sistema de partidos. Asimismo, la evolución de los Estados federales, está influida por factores como el principio democrático de igualdad que exige ciertas regulaciones semejantes en todos los Estados de la Federación, y del principio del Estado social, que tiende a la igualación económico-social de todos los ciudadanos. 

En cuanto a las condiciones de la estabilidad federal, la existencia de identidades duales hacen viable el equilibrio entre la identificación y apego a los dos niveles, por lo que son necesarias para el mantenimiento del federalismo. 

Cuando se producen cambios externos al sistema, tenderán a producirse propuestas de reforma, como el cambio en la interpretación constitucional, como los acuerdos entre gobiernos o partidos o la delegación de competencias. 
